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Como una “fiebre alta” calificó el economista 
David Bravo la situación del empleo en el país. 
La creación de solo 141 empleos en el último año, 

y la alta tasa de desocupación (8,9% en el último 
trimestre) dan cuenta de un mercado laboral 

que, tras la crisis sanitaria, nunca recuperó su 
normalidad. 

A pesar de los intentos del Gobierno por jus- 
tificar las cifras, una tasa de desempleo sobre el 
8% debería preocupar a todas las autoridades. 
Hace seis años, en ese Chile que muchos se han 
esforzado en borrar, un nivel así habría sido cali- 
ficado, sin duda, como signos de una crisislaboral 
significativa. 

En Biobío, lamentablemente, el panorama es 
aún más preocupante que a nivel nacional. En el 
último reporte del INE, la desocupación alcanzó 
el 9,3%. Un aumento de 1,0% respecto del mismo 
periodo del año anterior. En doce meses, se des- 
truyeron 4.619 empleos. 

En un estudio de IdeaPaís se advierte que, en 
los últimos años se ha producido un desajuste 
importante entre el aumento dela fuerza laboral 
(que ha sido de magnitud moderada) y el aumento 
dela desocupación, que avanza aun ritmo mucho 
mayor. La región arrastra una deuda persistente 
enla creación de empleo, que impide absorberla 
demanda de trabajo. 

Esta realidad se condice con la crisis que 
enfrentan las principales actividades produc- 
tivas del Biobío. En 2023, año en que se produjo 
el mayor déficit de empleos, el sector de la cons- 
trucción perdió 20.000 puestos de trabajo. El 
sector forestal, que aporta el 11% del PIB regional, 
ha perdido miles de hectáreas de plantaciones 
forestales y 36.000 empleos en los últimos 10 
años. El cierre dela Siderúrgica Huachipato pro- 
fundizó la crisis, yaunquelas medidas adoptadas 
impidieron que el desempleo alcanzara el 11% 
proyectado, generó un ambiente de pesimismo 
einestabilidad generalizado en elmundo empre- 
sarial y ciudadano. 

Las políticas públicas impulsadas en los últi- 
mosaños han elevado los costos de contratación, 
afectando principalmente a pequeñas y media- 
nas empresas. El Banco Central estimó que los 
aumentos sostenidos del salario mínimo han 
producido efectos negativos enla ocupación labo- 
ral: por cada 1% de alza en el salario mínimo, se 
reduce en1,16% el empleo en empresas con mayor 
proporción de trabajadores afectos a este salario. 

La lógica diría que, ante esta realidad, los 
esfuerzos deberían concentrarse en bajar los 
costos de contratación y establecer medidas 
proempleo para dinamizar un mercado labo- 
ral estancado. Sin embargo, hemos visto justo 
lo contrario: proyectos de ley para eliminar el 
tope de la indemnización por años de servicio, 
promesasinviables de un salario mínimo de 750 
mil pesos, mayores costos a las empresas (así 
avanzan las subastas en el proyecto de pesca, un 
sector clave de empleo en el Biobío) entre otros 
tantos. Si la mejor política social es el empleo, 
¿cuánto tiempo más seguiremos postergando lo 
imprescindible? 
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Como selos he comentado en ocasiones anteriores, una de 

las causas más decididas de mimadre durantela etapa escolar 
desus hijos era suintención de que nosotros estudiáramos en 
el Instituto Nacional de Santiago. Ella, hija de una profesora 
normalista de Los Angeles, había visto cómo nuestra abuela 
materna salía a caballo a buscar alumnos para la escuela rural 
que tenía en Quilleco. Me comentaba queno había otra forma 
de notificar a los padres que existía una escuela rural y que 
era muy importante que asistieran sus hijos. 

Parto con esta introducción personal porque, gracias al 
empeño de mi madre, logramos ingresar al Instituto Nacional, 
mi hermano mayor y yo. La realidad de colegios de provincia, 
con una matrícula reducida y con un montón de compañeros 
donde nos conocíamos entre todos —y también a sus fami- 
lias—, se transformó de manera radical. De 200 alumnos 
pasamos a 4.000, y de estar en séptimo A, Bo C, pasamos a 
cursos que iban desde el séptimo “A” al “Q”. Sí, en efecto: el 
nuevo colegio acogía una matrícula increíblemente numerosa 
y respondía al anhelo de muchas familias que buscaban un 
colegio de excelencia para sus hijos. Laidea era que pudieran 
explotar todas sus capacidades y encontrar espacios de pro- 
yección, oportunidades de desarrollo intelectual y, enmuchos 
casos, serla primera generación de profesionales dela familia. 

En este sentido, el colegio era increíblemente diverso. 
Recuerdo compañeros con apellidos nobiliarios y otros de 
los más comunes; algunos de familias de altos ingresos y 

otros a quienes simplemente les prestábamos cuadernos y 
plata para la micro. Era una realidad heterogénea, una radio- 
grafía exacta de la composición de la sociedad chilena, y un 
espacio resguardado y justo de búsqueda de oportunidades 
para el futuro. 

Esta diversidad numerosa colocaba en el centro la per- 
severancia y la capacidad de adaptación de niños aún muy 
pequeños, por sobre las capacidades intelectuales. Nuestro 
sentido de pertenencia era profundo: no había sido fácil entrar 
nimenos sobrevivir al exigente modelo de enseñanza, lo cual 
hacía que luciéramos con orgullo la insignia que había nacido 
con la patria misma. El colegio no llamaba a reuniones de 
apoderados; desde muy pequeños nos hacíamosresponsables 
de nuestros resultados académicos y conductuales. No había 
grupos de WhatsApp entre los padres; la libreta de notas lle- 
gaba a mitad de año y luego al cierre. Tampoco había cuotas 
para paseo de curso, y la matrícula y todo —absolutamente 
todo— era gratuito. Nos sentíamos muy iguales. 

El colegio promovía con fuerza la educación cívica, asig- 
natura relevante dentro del currículo. Había pseudo partidos 
políticos internos que disputaron, por ejemplo, la votación 

  

del “Sí y el No”, aunque nosotros no podíamos votar por edad. 
Teníamos debates políticos en el patio, con moderador, donde 
seconfrontabanideas sin agresiones. Las elecciones de presi- 
dentes de curso y del centro dealumnos también tenían tintes 
políticos y fueron siempre democráticas. En resumen, este 
colegio histórico seguía formando personas muy conscientes 
dela realidad nacional y de la situación política. Jamás se nos 
pasó por la mente rayar, destruir o quemar el colegio. Había 
demasiado orgullo de estar ahí como para cometer tamaña 
estupidez. 

Enlaadministración del Presidente Piñera (2010) sepromo- 
vióla política pública de creación delos “Liceos Bicentenarios 
de Excelencia”. Siguiendo la línea de los colegios de excelen- 
cia, promovieron la selección y dejaron abierta esta oferta 
escolar para todo Chile. Teniendo como foco la gratuidad, la 
igualdad de oportunidades y la mayor exigencia académica, 
seincentivaba el estudio, el ser mejores y el buscar oportuni- 

dades para un mejor futuro. Inexplicablemente, esta política 
públicafue dinamitada porlallamada “Ley de Inclusión”. Con 
supuestos de baja evidencia se eliminó la selección; se armó 
una tómbola y los padres tuvieron que resignarse a llevar a 
sus hijos al colegio asignado por el sistema. En definitiva, se 
perdió el incentivo. 

El golpe para los Bicentenarios fue devastador: salieron 
de los primeros lugares de los índices SIMCE. La tómbola no 
mejoró nada, como lo demuestran los estudios (“Fin de los 
colegios emblemáticos”, CEP,2024), y elingreso ala educación 
superior siguió segregándose hacia los colegios particulares 
de mayores ingresos. Un total fracaso. 

¿Qué tiene que ver esto con la violencia en los colegios 
emblemáticos? La respuesta es clara: la política pública de 
una igualdad supuesta destruyó la identidad de cada uno de 
estos establecimientos con siglos y décadas de historia. Hoy 
no hay orgullo ni sentido de pertenencia. Se transformaron 
de crisoles de cultura a espacios de anarquistas y activistas 
políticos; puntos de encuentro de egresados de cualquier 
colegio queingresan con molotovs, queman el colegio, dañan 
a sus alumnos y también amenazan a profesores. Quienes 
diseñaron estaaberración de política pública debieran hacer- 
seresponsables, ya que dejaron entrar la violencia a espacios 
donde aún hay alumnos que esperan aprender y que piden, 
simplemente, que se detengan los paros. 

Hablé con exalumnos recientes del Instituto Nacional y 
del INBA antes de escribir esta columna. Ellos me confirman 
que cambió el ethos de los colegios, que los delincuentes que 

ingresan se disfrazan de alumnos, que esimposible —enuna 
matrícula de 2.500 por jornada— detectarlos, y que es muy 
complejorevisar todas las mochilas buscando acelerantes. El 
año pasado más de 30 alumnos resultaron quemados y otros 
quedaron en riesgo vital por las molotovs. ¿Qué pasó con las 
querellas? ¿Qué pasó con los responsables? ¿Cómo es posible 
que no sepamos quiénes son? Resulta muy extraño que no se 
pueda contener este fenómeno. Desde este espacio de opinión 
demando que vuelva la selección, que vuelva el derecho delos 
padres a elegir, que se recupere la educación de excelencia y 
que nos preocupemos de los liceos Bicentenarios. 

La seguridad pública es, por definición, un estado de nor- 
malidad para ejercerla libertad detránsito, de culto y también 
de estudio en lugares pacíficos. Junto con ser un problema de 
índole educativo, lo que ocurre en los colegios emblemáticos 
es también un problema de seguridad pública nacional. Si no 
serecuperan estos colegios, la movilidad social, el romper las 
brechas de desigualdad y la mejora en los índices de rendi- 
miento se hará cada vez más complejo. 
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Confusión y polémica han surgido en la comunidad estu- 
diantil y el gremio del transporte público tras la denunciadeun 
estudiante universitario antela Subsecretaría de Transportes. 
Elestudiantereclamó que sele negó eluso del Pase de Educación 
Superior (TNE) en enero, argumentando que su viaje no tenía 
fines académicos. 

La Subsecretaría informó que, según el Decreto Supremo N? 
20 de 1982 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, 
tanto el Pase Escolar como el Pase de Educación Superior per- 
miten a sus titulares trasladarse durante los 12 meses del año, 
sin restricción horaria, siempre que el viaje sea por motivos 
de estudio. Además, señaló que las empresas de transporte no 
tienen facultades para exigir la acreditación de tales motivos. 

Enrespuestaa esta situación en su dictamen, la Contraloría 
General de la República desestimó la alegación del estudiante, 
confirmando lo señalado por la Subsecretaría, indicando que 
se ajusta a derecho, ya que se basa en lo dispuesto en el citado 
decreto. 

El artículo 3? del decreto define el Pase Escolar como el 
documento que acredita la calidad de estudiante regular de 
enseñanza básica y media, que permite viajes por motivos de 
estudio durante el año escolar y enlos meses de enero y febrero, 

en transporte público de pasajeros. 
Por su parte, el artículo 7”, inciso primero, define el Pase 

de Educación Superior como el documento que acredita la 
calidad de alumno regular de educación superior, pública o 
privada, y que permite viajes con fines académicos durante 
el año escolar y también en enero y febrero, en los medios 
indicados en el artículo 3? 

En síntesis, ambos pases son beneficios que permiten a los 
estudiantes trasladarse por motivos académicos todo el año, 
incluidos los meses de enero y febrero, sin limitación horaria. 

La Contraloría, cuya función es cautelar el Principio de 
Juridicidad, verifica que los órganos de la Administración 
actúen dentro de sus atribuciones y conforme a la ley. En este 
caso, actuó dentro de sus competencias ensu dictamen, ya que 
no puede modificar la normativa vigente. En un comunicado 
aclaró que la exigencia de que los viajes sean por motivo de 
estudio proviene del propio decreto y no de una imposición 
suya. Además, recordó que esta materia ya había sido resuelta 
en dictámenes previos, limitándose a reiterar lo que establece 
la norma y la jurisprudencia administrativa sin introducir 
cambios. 

Ante esta situación, la Confederación Nacional de 
Estudiantes hace un llamado al Ministerio de Transportes, 
al Ministerio de Educación y al Gobierno en su conjunto para 
queavancen de manera urgente enla modificación del Decreto 
Supremo N? 20 de 1982 que regula el uso dela Tarjeta Nacional 
Estudiantil (INE), indicando que este presenta inconsistencias 
con respecto a las directrices establecidas en el manual de la 
Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas Junacb). 
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